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Recibido informe respuesta del Ayuntamiento de Siles a nuestra Resolución, en el mismo se hace constar 
expresamente: “...le comunico que por esta Alcaldía se acepta el recordatorio, recomendación y sugerencia 
contenidos en dicha Resolución y se intentará dar cumplimiento a la misma con la mayor rapidez posible”.

Como se aceptaban expresamente las Resoluciones formuladas, dimos por finalizada la tramitación de la queja.

1.1.2.5 Contratación en el Sector Público
En el ámbito de materias a que se contrae el presente epígrafe tuvimos ocasión de finalizar la tramitación de la 
queja 16/4378 en ella el interesado como Letrado en ejercicio del Colegio de Abogados de Sevilla, nos exponía 
que mantuvo una relación profesional con el Ayuntamiento de Arcos de la Frontera (Cádiz), que al no superar el 
importe de 18.000 euros, tenía la consideración de contrato menor.

Añadía al respecto: al finalizar 2011 ambas partes decidimos poner fin a la relación de servicios profesionales, por 
lo que el que suscribe presentó al Ayuntamiento factura detallada de los servicios prestados que fue recepcionada 
por el Delegado de Hacienda de Arcos de la Frontera, que le estampó el sello de la Delegación y firmó su recepción 
el día 18/07/2014.

Por el Ayuntamiento, al que pedimos informe, se nos respondía que no figuraba en la contabilidad municipal 
ninguna factura a nombre del interesado pendiente de su registro contable ni de pagar.

Ante la palmaria controversia de planteamientos de las partes, decidimos dar traslado de la información recibida 
del Ayuntamiento, al interesado en la queja, letrado en ejercicio, que opta por la intervención del Defensor del 
Pueblo Andaluz en la reclamación sobre el pago de sus honorarios.

El mismo nos exponía en la fase de alegaciones sus argumentos jurídicos conforme al Texto Refundido de la Ley 
de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre respecto a lo 
que consideraba el cumplimiento de sus obligaciones, relativas a presentar la factura que haya expedido por los 
servicios prestados o bienes entregados, ante el correspondiente registro administrativo a efectos de su remisión al 
órgano administrativo o unidad administrativa encargada de la tramitación.

Igualmente manifestaba el interesado haber cumplimentado las obligaciones pertinentes conforme a la normativa 
Reguladora de Haciendas Locales vigente y a las Previsiones de ejecución presupuestaria del Ayuntamiento.

Añadiendo el letrado reclamante que por su parte había acreditado documentalmente ante el Ayuntamiento de 
Arcos de la Frontera la realización de los trabajos, -de hecho conocidos por éste dado que todas las notificaciones 
judiciales llegaban al Ayuntamiento que los trasladaba a su vez al Letrado- y, además, mediante las facturas que 
se acompañaron con el escrito de queja, que según el informe del Interventor accidental del Ayuntamiento no 
aparecen contabilizadas ni pendientes de pagar, sin explicar el motivo, lo que denotaba un grave incumplimiento 
de sus obligaciones por el Ayuntamiento, según el reclamante.

En el expediente de queja formulamos Resolución incluyendo entre otras consideraciones en materia de régimen 
jurídico de los contratos en el Sector Público y sobre la recepción de facturas conforme a lo establecido en las 
Bases de ejecución del Presupuesto establecidas por el Ayuntamiento para aquel ejercicio de 2014, y toda vez 
que que constaba, por la documentación aportada por el interesado, que el mismo presentó al cobro la factura 
recepcionada en el Registro de la Delegación competente, relativa a los servicios prestados (minuta de honorarios) 
conforme exige la normativa presupuestaria local y que había facilitado información sobre la cuenta bancaria en la 
que efectuar el pago que reclamaba tras el cumplimiento de sus obligaciones contractuales.

Por lo que formulamos Recomendación en el sentido de que “a la mayor brevedad posible se procediera al 
pago de las cantidades adeudadas al promotor de la presente queja, previa inclusión en la partida presupuestaria 
correspondiente de dotación, habilitando crédito suficiente para afrontar el pago de lo adeudado y los intereses de 
demora, así como gastos causados al interesado”.
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Por parte del Ayuntamiento de Arcos de la Frontera se nos respondió en términos de los que se deducía 
la no aceptación de la Resolución formulada por el Defensor del Pueblo Andaluz, en la presente queja; 
insistiendo en que en la contabilidad municipal no figuraba ninguna factura a nombre del Letrado, pendiente 
de contabilizar, ni de pagar. Añadiendo que desde 01-01-2012 no existía relación profesional ni mercantil 
con el mismo.

Finaliza la respuesta municipal indicando que respecto de la factura reclamada, presentada el 18-07-2014, no 
existían datos en la Intervención de Fondos ni en la Contabilidad municipal.

Contrastaba esta respuesta con la documentación aportada por el letrado reclamante y trasladada al Ayuntamiento, 
que incluyó una factura por importe de 18.000 euros que, según parece, fue recepcionada por el Delegado de 
Hacienda de Arcos de la Frontera, dado que en la misma figuraba estampado el sello de la Delegación y una firma 
-supuestamente del Delegado- que acreditaría su recepción el día 18/07/2014.

Por todo ello, consideramos que la Administración municipal concernida planteaba una discrepancia técnica, y 
dimos por finalizadas las actuaciones de la queja, incluyendo la misma en el Informe Anual al Parlamento, lo que se 
reseña en el apartado correspondiente del mismo.

1.1.2.6 Actividad de fomento: ayudas, subvenciones e incentivos
En materia de fomento se cuestiona en repetidas ocasiones la actuación de la Administración autonómica al 

instruir procedimientos de reintegro de ayudas, subvenciones e incentivos previamente concedidos a 
emprendedores, autónomos, comerciantes y, profesionales, o a pymes.

El año pasado comenzamos la tramitación de la queja 17/0406 en la 
que la promotora -residente ahora en Noruega- nos exponía que el Organismo 
Provincial de Asistencia Económico Fiscal (opaef) le tramitaba expediente de 
apremio realizando diligencia de embargo y traba en cuenta bancaria familiar, 
en relación con expediente de reintegro de subvención o incentivo a proyecto 
de trabajo de autónomos, que le fue concedido en el ejercicio de 2009 por la 
entonces competente Consejería de Innovación, Ciencia y Empleo ( Agencia IDEA), 
en el marco del Programa de creación, consolidación y modernización de iniciativas 
emprendedoras del trabajo autónomo 2009-2013.

Según nos informaba, nunca recibió notificación alguna para subsanar defectos formales de tramitación, ni 
notificación del inicio del expediente de reintegro, pues todas las notificaciones de actos y resoluciones 
obrantes en el expediente tramitado para la concesión del incentivo a autónomos reseñado -al que había 
tenido acceso después- le fueron dirigidas a su antiguo domicilio en esta provincia, pese a que el cauce o canal 
de comunicación con la Agencia en aquel procedimiento, era el correo electrónico, medio por el cual además 
en fecha 27 de julio de 2010 puso en conocimiento de la Unidad gestora del expediente de la subvención su 
nueva dirección postal a efectos de notificaciones, lo que acreditaba mediante copia del e-mail cursado.

Consideraba que en el procedimiento de reintegro iniciado por la Gerencia Provincial de IDEA se le causó grave 
indefensión, instando nuestra intervención con objeto de que promoviésemos ante la misma la revocación de 
los actos administrativos y resoluciones adoptados, y la comunicación por parte de la Agencia al Órgano 
de recaudación para la consiguiente paralización del procedimiento de apremio y devolución de ingresos 
indebidos.

Iniciadas las actuaciones pudimos comprobar que, en efecto, pese a haber comunicado al órgano administrativo 
concernido el canal preferente de comunicaciones y notificaciones y haber remitido ademas por medios telemáticos 
su nueva dirección postal en aquel pais escandinavo, posteriormente se entera del procedimiento de apremio y de 
la traba de cantidades en cuenta por el opaef, produciéndose entendemos indefensión, que podía ser causa de 
revocación de actos en beneficio de la interesada.

“Demoras 
en los pagos 
de ayudas o 

subvenciones”
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